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Prólogo


 La reforma constitucional en materia de justicia penal y seguridad pública, publicada el 18 de junio de 2008, trajo como consecuencia un cambio de paradigma en la procuración e impartición de justicia en materia penal en el país, al transitar de un sistema procesal penal mixto o tradicional, preponderantemente escrito, a uno acusatorio y oral, regido por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, el cual, por mandato del constituyente permanente, debía entrar en vigor en un plazo no mayor a ocho años.

Implementar el nuevo sistema de justicia penal a nivel federal, implicó un reto para todas las instituciones de procuración e impartición de justicia. Por lo que hace al Poder Judicial de la Federación, el Consejo de la Judicatura Federal es el órgano que se encargó de dicha implementación, la cual se realizó fundamentalmente bajo tres grandes líneas de acción, como son: a) la selección de los Jueces de Distrito especializados en el sistema penal acusatorio; b) la capacitación de los distintos servidores públicos involucrados en su operación, y; c) la creación de la infraestructura necesaria para albergar a los Centros de Justicia Penal Federal en todo el país.

En la materia federal la implementación ha sido aún más compleja, porque además del proceso penal, los órganos del Poder Judicial de la Federación conocen del juicio de amparo, el cual tiene una ley especial que lo regula, por lo que se rige bajo sus propias reglas y principios; de ahí que armonizar la interpretación de esa institución jurídica, de gran tradición en nuestro derecho positivo mexicano, con el nuevo proceso penal acusatorio, es uno de los temas, a mi juicio, más importantes de la implementación.

La perspectiva del análisis desde el juicio de amparo, de lo resuelto por los Jueces y Magistrados del nuevo sistema de justicia penal, tanto del fuero común, como del fuero federal, tiene que ver con la interpretación de una nueva ley desde el enfoque del control constitucional, hasta conformar la jurisprudencia que resulte obligatoria.

Por tanto, el Consejo de la Judicatura Federal consciente de que por el diseño de nuestro sistema jurídico, la implementación de la reforma penal traerá consigo una necesaria interacción entre el nuevo sistema procesal penal acusatorio y el juicio de amparo, consideró que era una necesidad apremiante que los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, que operarán el nuevo sistema de justicia penal, así como aquellos que conocerán de él a través del juicio de amparo, cuenten con las herramientas y los conocimientos jurídicos indispensables para el adecuado ejercicio de sus funciones.

La estrategia radicó en identificar a nivel nacional cuáles eran los temas más importantes de interpretación, que habían llevado a los distintos tribunales a emitir criterios contradictorios. Fue tal la cantidad de temas, que resultaba urgente denunciar la problemática de la aplicación de la nueva ley procesal penal en la resolución de los asuntos penales en todo el país.

En tal virtud, el Consejo de la Judicatura Federal realizó una serie de congresos nacionales, en los que participaron todos los juzgadores federales con competencia en el nuevo sistema de justicia penal, así como los competentes para conocer del juicio de amparo.

La finalidad de esos congresos fue generar espacios de reflexión y discusión entre los juzgadores, que permitieran examinar los temas más complejos en la interacción del juicio de amparo y el sistema procesal penal acusatorio, para delinear posturas y proponer criterios de solución, en aras de una adecuada consolidación del nuevo sistema de justicia penal.

El éxito de esos congresos radicó en que el análisis y discusión de los temas se abordó con una metodología jurídica que permitió llegar a conclusiones concretas, que motivó la denuncia de las contradicciones de tesis advertidas, para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación las resolviera en definitiva, vía jurisprudencia.

La presente obra da muestra de los temas de mayor importancia, analizados en los congresos mencionados, que impactan directamente en la interacción de ambos sistemas jurídicos, y permite identificar los diversos argumentos en contradicción, especialmente aquellos que aún no han sido resueltos, los cuales, en su caso, podrán ser contrastados con los criterios predominantes ya emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Esta publicación será de gran utilidad para los operadores del sistema procesal penal acusatorio y del juicio de amparo, en todo el país, pero sobre todo los estudiosos del derecho que encontrarán en el debate jurídico la pasión que todos los abogados necesitamos cuando se trata de mejorar la justicia de México.

Dr. Alfonso PÉREZ DAZA

Consejero de la Judicatura Federal








Capítulo 1 Procedimiento abreviado. Análisis de la posibilidad de absolución

Alfonso PÉREZ DAZA

Consejero



 I.  El procedimiento abreviado como forma de terminación anticipada del proceso

El artículo 20, apartado A, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que una vez iniciado el proceso penal, siempre y cuando no exista oposición del inculpado, se podrá decretar su terminación anticipada en los supuestos y bajo las modalidades que determine la ley. Si el imputado reconoce ante la autoridad judicial, voluntariamente y con conocimiento de las consecuencias, su participación en el delito y existen medios de convicción suficientes para corroborar la imputación, el juez citará a audiencia de sentencia. La ley establecerá los beneficios que se podrán otorgar al inculpado cuando acepte su responsabilidad.

Dicho precepto constitucional constituye el fundamento de las formas de terminación anticipada del nuevo proceso penal acusatorio.

Es por ello que el Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la figura jurídica del procedimiento abreviado, como la única forma de terminación anticipada del proceso. (1) 

El procedimiento abreviado se caracteriza porque es producto de un acuerdo entre el Ministerio Público y el imputado, en virtud del cual este último renuncia a su derecho a un juicio oral y acepta los hechos contenidos en la acusación, así como los antecedentes reunidos en la investigación, por lo que se omite el desahogo de los medios de prueba, a cambio de que el primero solicite una reducción de la pena, la cual no puede ser rebasada por el Juez de Control al dictar la sentencia (CAROCCA, 2005, pp. 251 y 252).

Esta figura jurídica fue incorporada en el nuevo proceso penal acusatorio como una medida de política criminal con la finalidad de despresurizar el sistema de justicia penal, pues responde a la necesidad de contar con una vía expedita y sencilla de resolver el conflicto penal de manera anticipada, en aquellos casos en los que no es necesario el desahogo de medios de prueba y, en consecuencia, el juicio oral, debido a que no existe controversia entre las partes respecto de los hechos materia de la acusación, por el contrario, el imputado renuncia al juicio oral, consiente la aplicación del procedimiento abreviado y admite su responsabilidad en los hechos delictivos que se le atribuyen, ante el estímulo que significa la oferta de disminución sustancial de la pena por parte del Ministerio Público, lo anterior siempre que existan datos de prueba que hagan verosímil la responsabilidad del acusado. (2) 

II.  Legitimación, oportunidad procesal para plantear la solicitud, requisitos de procedencia, admisión y sentencia

El procedimiento abreviado puede ser solicitado al Juez de Control solamente por el Ministerio Público, después de que se dicte el auto de vinculación a proceso y hasta antes de emitirse el auto de apertura a juicio. (3) 

El Juez de Control para admitir el procedimiento abreviado verificará que se cumplan los requisitos siguientes:


	
a)  El Ministerio Público formule la acusación y exponga los datos de prueba que la sustentan;


	
b)  La víctima u ofendido no presente oposición fundada, entendiéndose por ésta, cuando se acredite ante el Juez de Control que no se encuentra debidamente garantizada la reparación del daño;


	
c)  El imputado, con la debida asistencia jurídica de un defensor que tenga el carácter de licenciado en derecho, ante la autoridad judicial: i. Reconozca estar debidamente informado de su derecho a un juicio oral y de los alcances del procedimiento abreviado; ii. Expresamente renuncie al juicio oral; iii. Consienta la aplicación del procedimiento abreviado; iv. Admita su responsabilidad por el delito que se le imputa; y, v. Acepte ser sentenciado con base en los medios de convicción que exponga el Ministerio Público al formular la acusación; y,


	
d)  Existan medios de convicción suficientes para corroborar la imputación, que corresponden a datos de prueba que se desprendan de los registros contenidos en la carpeta de investigación. (4) 




Si todos los presupuestos jurídicos enunciados están plenamente satisfechos, el Juez de Control admitirá el procedimiento abreviado; hecho lo anterior, en la audiencia respectiva, escuchará a las partes y concluido el debate, emitirá su fallo en la misma audiencia. En el entendido que no podrá imponerse una pena distinta o de mayor alcance a la que fue solicitada por el Ministerio Público y aceptada por el acusado. (5) 

Ahora bien, si los presupuestos jurídicos precisados no se satisfacen plenamente, el Juez de Control rechazará la admisión del procedimiento abreviado; tendrá por no formulada la acusación oral realizada por el Ministerio Público, así como las modificaciones que, en su caso, hubiera realizado a su respectivo escrito y se continuará con el trámite del procedimiento ordinario. (6) 

Por otra parte, debe destacarse que el procedimiento abreviado procede respecto de cualquier delito; sin embargo, los márgenes de reducción de la pena dependen de que el acusado tenga antecedentes penales y de la media aritmética de la sanción privativa de libertad correspondiente al ilícito, de la siguiente manera:


	
a)  Cuando el acusado no haya sido condenado previamente por delito doloso y el ilícito materia de la acusación es sancionado con pena de prisión cuya media aritmética no exceda de cinco años, incluidas sus calificativas atenuantes o agravantes, el Ministerio Público podrá solicitar la reducción de hasta una mitad de la pena mínima en los casos de delitos dolosos y hasta dos terceras partes de la pena mínima tratándose de ilícitos culposos, de la pena de prisión que le correspondiere al delito por el cual acusa.

	
b)  En cualquier caso, esto es, si el acusado ha sido condenado previamente por delito doloso o el ilícito materia de la acusación es sancionado con pena de prisión cuya media aritmética excede de cinco años, incluidas sus calificativas atenuantes o agravantes, el Ministerio Público podrá solicitar la reducción de hasta un tercio de la mínima en los casos de delitos dolosos y hasta en una mitad de la mínima en el supuesto de ilícitos culposos, de la pena de prisión aplicable. (7) 




Asimismo, es necesario precisar que no obstante que el artículo 202, del Código Nacional de Procedimientos Penales, solamente se refiere de manera expresa a la pena de prisión, en lo relativo a los márgenes de reducción de la sanción, existe criterio en el sentido de que la facultad del Ministerio Público de solicitar la disminución de las penas con motivo de la tramitación del procedimiento abreviado, prevista en el precepto citado, también comprende la multa, no así la reparación del daño. (8) 

III.  ¿Es posible una sentencia absolutoria?

De los presupuestos jurídicos que deben satisfacerse para que el Juez de Control admita el procedimiento abreviado, el que más debate ha generado en la práctica es el relativo a la existencia de medios de convicción suficientes para corroborar la imputación.

En principio, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (9)  estableció al respecto, que los principios generales que rigen al proceso penal acusatorio no solo son aplicables al juicio propiamente dicho, sino a todas las audiencias en las que exista inmediación de las partes y se presenten pruebas.

Lo que se corrobora con lo dispuesto por el artículo 20, apartado A, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que los principios previstos en dicho precepto, se observarán también en las audiencias preliminares al juicio.

Así, en el procedimiento abreviado resulta aplicable uno de los principios fundamentales del proceso penal acusatorio, relativo a que la carga de la prueba corresponde a la parte acusadora, es decir, que el Ministerio Público tiene la obligación de acreditar plenamente el delito y la culpabilidad del acusado.

Por lo que aun tratándose del procedimiento abreviado, la autoridad judicial tiene la obligación no solo de apreciar libremente los elementos de prueba aportados por el Ministerio Público en apoyo a su acusación, sino que también en ejercicio de tal atribución, el juez tiene la facultad de asignarle el valor que estime prudente, ya que solo a través de la apreciación de los datos allegados por la parte acusadora, está en condiciones de lograr el esclarecimiento de los hechos y de concluir si es dable dictar sentencia condenatoria, por haberse demostrado plenamente la imputación.

Pues, aseveró la Primera Sala, el hecho de que el imputado acepte su responsabilidad en el delito, no se traduce en que el juzgador inexorablemente deba emitir una sentencia condenatoria en los precisos términos en los que lo solicita la parte acusadora.

Criterio que llevó a la conclusión de que en el procedimiento abreviado, igual que en el proceso ordinario, sólo se podrá condenar al acusado si el Juez de Control llega a la convicción, más allá de toda duda razonable, de que es responsable de la comisión del delito, ya que en caso contrario debe ser absuelto, pues la duda siempre lo favorece.

La anterior postura se considera que no es correcta, ya que la renuncia del acusado al juicio oral, como requisito de admisión del procedimiento abreviado, también trae aparejada la renuncia al principio de contradicción; aunado a que la verificación de la concurrencia de medios de convicción que corroboran la acusación es un requisito de admisibilidad, por lo que una vez admitido el procedimiento se excluye la posibilidad de que los elementos de convicción aportados por el Ministerio Público puedan ser objeto de un análisis de valoración por el Juez de Control, pues del estudio de las normas que regulan la tramitación del procedimiento abreviado, no se prevé que el Juez de Control al resolver tenga facultades para realizar un ejercicio de valoración probatoria, como el que se hace de forma ordinaria en el juicio oral (PÉREZ, 2016, pp. 483, 486 y 487).

Afortunadamente, en una nueva reflexión sobre la naturaleza jurídica del procedimiento abreviado, como forma de terminación anticipada del proceso, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se apartó del criterio antes precisado. (10) 

Así, la Primera Sala finalmente sostuvo que en el procedimiento abreviado no opera el principio de contradicción probatoria, pues no existe desahogo de medios de prueba, en virtud de que el imputado acepta los hechos materia de la acusación y renuncia al juicio oral, con la finalidad de acceder a los beneficios previstos en la ley (penas inferiores a las que pudieran imponérsele como resultado de la tramitación del procedimiento ordinario de juicio oral).

En consecuencia, no debe exigirse que el Ministerio Público acredite plenamente el delito y la responsabilidad penal del acusado en su comisión; tampoco el Juez de Control debe ponderar el valor probatorio de los medios de convicción que sustentan la acusación, para verificar la acreditación de dichos extremos y, a partir del resultado, formarse convicción sobre la culpabilidad o inocencia del sentenciado, pues ello está fuera de debate porque las partes convinieron en tener esos presupuestos como hechos probados a partir de los datos de prueba que ha logrado reunir el Ministerio Público en la investigación.

No obsta a lo anterior que el artículo 20, apartado A, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que los principios que rigen el proceso penal acusatorio se observarán también en las audiencias preliminares del juicio, lo cual pareciera indicar que dichos principios son igualmente aplicables al procedimiento abreviado; sin embargo, la audiencias preliminares que señala la norma constitucional se refieren a las que se desahogan en las dos etapas previas al juicio oral, esto es, la de investigación e intermedia, pero el procedimiento abreviado no se desarrolla dentro de estas etapas, sino que adopta un camino diverso hacia la terminación anticipada del proceso.

Por tanto, afirmó la Primera Sala, la locución «existen medios de convicción suficientes para corroborar la imputación», contenida en el artículo 20, apartado A, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no puede confundirse, interpretarse o asignarle como sentido que deba realizarse un ejercicio de valoración probatoria por parte del juzgador para tener por demostrada la acusación del Ministerio Público, porque la labor del Juez de Control se constriñe a determinar si la acusación contiene lógica argumentativa, a partir de corroborar que existan suficientes medios de convicción que la sustenten. De esta manera, la locución referida deberá entenderse como la obligación del juzgador de revisar la congruencia, idoneidad, pertinencia y suficiencia de los medios de convicción reseñados por el Ministerio Público para sustentar la acusación; es decir, que la aceptación del acusado de su participación en el delito no sea el único dato de prueba, sino que se encuentra relacionada con otros datos que le dan congruencia a las razones de la acusación.

Así, en el supuesto de que no existan medios de convicción suficientes para corroborar la acusación, es decir, que no tenga sustento lógico en otros datos diversos a la aceptación del acusado de haber participado en la comisión del delito, el Juez de Control rechazará la tramitación del procedimiento abreviado.

Establecido lo anterior, de acuerdo a la última interpretación de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la posibilidad de que el Juez de Control dicte sentencia absolutoria en un procedimiento abreviado es casi nula, pues se restringe a situaciones extremadamente excepcionales, como podría ser la actualización de alguna causa de extinción de la acción penal o de exclusión del delito.

Situación que incluso se torna muy difícil de presentarse en la práctica, en virtud de que el Ministerio Público solamente puede solicitar la apertura del procedimiento abreviado después de que se dicte el auto de vinculación a proceso, y uno de los requisitos para la emisión de este último consiste en que no se actualice una causa de extinción de la acción penal o excluyente del delito (11) ; lo cual implica que previamente un Juez de Control ya realizó el análisis correspondiente para dictar la vinculación a proceso.

En consecuencia, la absolución en el procedimiento abreviado queda limitada al caso extremo en que se actualice alguna causa de extinción de la acción penal o excluyente del delito, no alegada por la defensa y tampoco advertida por el Juez de Control que dictó el auto de vinculación a proceso, o bien, que se sustente en alguna causa o medio de prueba superveniente, o respecto del cual la defensa no tuvo conocimiento previamente de su existencia.

Supuesto en el que sí se justificaría una sentencia absolutoria en el procedimiento abreviado, pues en tales circunstancias rechazar su tramitación solamente tendría el efecto de demorar la absolución, en perjuicio del imputado, ya que a la postre la sentencia que se dicte en el juicio oral será en el mismo sentido.

Finalmente, se considera acertado el criterio reciente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto del procedimiento abreviado, en virtud de que una interpretación en sentido diverso, como la primera que realizó, implica desconocer la naturaleza jurídica de dicho procedimiento especial y anular su finalidad, ya que si no se respeta el acuerdo entre las partes la consecuencia será que no opten por esta forma de terminación anticipada del proceso, al no encontrar incentivo alguno y, por tanto, el sistema penal se congestionará.
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	Arts. 185 y 201 a 207.
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	 (2) 

	Véase el proceso legislativo que culminó con la reforma constitucional de 18 de junio de 2008, específicamente la exposición de motivos de la iniciativa presentada por diputados de diversos grupos parlamentarios, de reforma y adiciones, entre otros, al art. 20, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como el proceso legislativo relativo a la expedición del Código Nacional de Procedimientos Penales, específicamente la exposición de motivos de la iniciativa presentada por los senadores Arely Gómez González, Roberto Gil Zuarth, Manuel Camacho Solís, Pablo Escudero, Angélica de la Peña Gómez, Omar Fayad Meneses, Luis Armando Melgar Bravo, Dolores Padierna y Layda Sansores San Román, en la parte conducente a los procedimientos especiales.
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	Art. 202, del Código Nacional de Procedimientos Penales.
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	 (8) 

	Como se advierte de la tesis aislada XVII.1o.P.A.47 P (10a.), del Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, publicada el 7 de julio de 2017 en el Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, de rubro: «PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA FACULTAD DEL MINISTERIO PÚBLICO DE SOLICITAR LA REDUCCIÓN DE LA PENAS CON MOTIVO DE SU APERTURA, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 202 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, INCLUYE LA MULTA, PERO NO LA SANCIÓN PECUNIARIA RELATIVA A LA REPARACIÓN DEL DAÑO».
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	 (9) 

	Al resolver los amparos directos en revisión 4433/2013 y 4491/2013, en sesiones de 19 de marzo y 9 de abril de 2014, respectivamente.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Al resolver el amparo directo en revisión 1619/2015, en sesión de 16 de marzo de 2016, de donde derivó la tesis aislada 1a. CCXII/2016 (10a.), publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 33, Agosto de 2016, Tomo II, Página 783, de rubro: «PROCEDIMIENTO ABREVIADO. CONNOTACIÓN Y ALCANCES DEL PRESUPUESTO DE PROCEDENCIA CONSISTENTE EN QUE «EXISTEN MEDIOS DE CONVICCIÓN SUFICIENTES PARA CORROBORAR LA IMPUTACIÓN», PREVISTO EN EL ARTÍCULO 20, APARTADO A, FRACCIÓN VII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS»; así como la diversa tesis aislada 1a. CCXI/2016 (10a.), consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 33, Agosto de 2016, Tomo II, Página 785, de rubro: «PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA ACEPTACIÓN TOTAL DEL IMPUTADO DE LA ACUSACIÓN, EN LOS TÉRMINOS EN QUE LA FORMULA LA FISCALÍA O EL MINISTERIO PÚBLICO, TIENE UNA CONSECUENCIA JURÍDICA TRASCENDENTAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE DURANGO.)».
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	Art. 316, fracción IV, del Código Nacional de Procedimientos Penales.
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Capítulo 2 El principio de inmediación en la audiencia inicial

Alfonso PÉREZ DAZA

Consejero



 I.   El principio de inmediación

Los artículos 20, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 4°, del Código Nacional de Procedimientos Penales, disponen que el proceso penal, que será acusatorio y oral, se regirá, entre otros, por el principio de inmediación.

El principio de inmediación «implica que el órgano jurisdiccional que va a dictar sentencia tiene una relación directa con los medios de prueba practicados a partir de los cuales va a fundar su convicción que deberá reflejar de forma motivada en la sentencia» (BUJOSA, 2016, p. 22).

Dicho principio comprende dos aspectos:


	
a)  Inmediación formal: El tribunal que dicta la sentencia debe observar por sí mismo el desahogo de la prueba, sin poder dejar ésta a cargo de otras personas (ROXIN, 2003, p. 394).Así, la inmediación en sentido formal exige la presencia ininterrumpida del Juez en la audiencia, y también implica la prohibición de delegar en otra persona el desahogo y la valoración de las pruebas. (1) 



	
b)  Inmediación material: El Tribunal debe extraer los hechos de la fuente por sí mismo, sin que pueda utilizar equivalentes probatorios (ROXIN, 2003, p. 394).



Por tanto, la inmediación en sentido material ordena que para el dictado de la sentencia el tribunal sólo debe valorar las pruebas que hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio; es por ello que durante dicha audiencia, los peritos y testigos deberán ser interrogados personalmente, sin que su declaración personal pueda ser sustituida por la lectura de los registros en que consten anteriores declaraciones, o de otros documentos que las contengan, tampoco se podrán incorporar o invocar como medios de prueba, ni dar lectura durante la audiencia de juicio, a los registros y demás documentos que den cuenta de actuaciones realizadas por la policía o el Ministerio Público, salvo las excepciones expresamente previstas en la ley. (2) 

Los artículos 20, apartado A, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 9°, del Código Nacional de Procedimientos Penales, respecto del principio de inmediación, establecen que toda audiencia se desarrollará íntegramente en presencia del órgano jurisdiccional, así como de las partes que deban intervenir en la misma, con las excepciones previstas por dicho Código. En ningún caso, el órgano jurisdiccional podrá delegar en persona alguna la admisión, el desahogo o la valoración de las pruebas, ni la emisión y explicación de la sentencia respectiva.

En suma, el principio de inmediación tiene como finalidad permitir que el Juez cuente con información de la mejor calidad para la emisión de su fallo.

II.  La audiencia inicial

En la audiencia inicial se llevarán a cabo las siguientes actuaciones: a) el Juez de Control informará al imputado sus derechos constitucionales y legales, si no hubiere sido informado de los mismos con anterioridad; b) realizará el control de legalidad de la detención si correspondiere (en el supuesto de que el imputado haya sido detenido en flagrancia o por caso urgente); c) el Ministerio Público formulará la imputación; d) el Juez de Control dará al imputado la oportunidad de declarar; e) resolverá sobre la solicitud de vinculación a proceso y medidas cautelares, y; f) definirá el plazo para el cierre de la investigación. (3) 

Por regla general, todas las actuaciones antes señaladas se llevan a cabo en una sola audiencia, ya que únicamente en el supuesto de que el imputado se acoja al plazo constitucional o solicite la duplicidad del mismo, la audiencia inicial se suspenderá y se señalará fecha para su continuación dentro de las setenta y dos o ciento cuarenta y cuatro horas siguientes. (4) 

Formulada la imputación y después de que el imputado haya emitido su declaración, o manifestado su deseo de no hacerlo, el Ministerio Público deberá solicitar y motivar la vinculación del imputado a proceso, exponiendo en la misma audiencia los datos de prueba con los que considera que se establece un hecho que la ley señale como delito y la probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión. (5) 

A continuación, el juez de control se dirigirá al imputado y le explicará los momentos en los cuales puede resolverse la solicitud que planteó el Ministerio Público, hecho lo anterior, cuestionará al imputado si desea que se resuelva sobre su vinculación a proceso en esa audiencia, dentro del plazo de setenta y dos horas o si solicita la ampliación de dicho plazo.

En el supuesto de que el imputado no se acoja al plazo constitucional ni solicite la duplicidad del mismo, el Juez de control otorgará la oportunidad a la defensa para que conteste la solicitud de vinculación a proceso y si considera necesario permitirá la réplica y contrarréplica. Hecho lo anterior, resolverá la situación jurídica del imputado.

En cambio, si el imputado manifiesta su deseo de que se resuelva sobre su vinculación a proceso dentro del plazo de setenta y dos horas o solicita la ampliación de dicho plazo, la audiencia de vinculación a proceso deberá celebrarse, según sea el caso, dentro de dicho plazo o su prórroga. (6) 

La continuación de la audiencia inicial comenzará con la presentación de los datos de prueba aportados por las partes o, en su caso, con el desahogo de los medios de prueba que hubiese ofrecido y justificado el imputado o su defensor (exclusivamente en el caso de delitos que ameriten la imposición de la medida cautelar de prisión preventiva oficiosa u otra personal). Desahogada la prueba, si la hubo, se le concederá la palabra en primer término al Ministerio Público, al asesor jurídico de la víctima y luego al imputado. Agotado el debate, el Juez resolverá sobre la vinculación o no del imputado a proceso. Finalmente, se determinará el plazo para el cierre de la investigación complementaria. (7) 

Debe destacarse que la razón por la que es posible que la resolución sobre la vinculación o no del imputado a proceso se dicte dentro de las setenta y dos o ciento cuarenta y cuatro horas siguientes a que el imputado detenido fue puesto a disposición del Juez de Control o que compareció a la audiencia de formulación de la imputación, es porque a pesar de la reforma constitucional de dieciocho de junio de dos mil ocho, que ordenó transitar de un sistema procesal penal mixto o tradicional, preponderantemente escrito, a uno acusatorio y oral, en el artículo 19, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, continuó vigente el derecho del imputado de prorrogar el plazo para que el Juez de Control dicte el auto que resuelve su situación jurídica, con la finalidad de ejercer su derecho de defensa durante esa dilación constitucional, mediante la presentación de datos de prueba, incluso el desahogo de medios de prueba. (8) 

Lo que se considera obedeció a una resistencia a abandonar dicha figura jurídica propia del proceso penal mixto o tradicional, tan arraigada en la tradición jurídica mexicana, y que precisamente tenía su razón de ser en virtud de que las pruebas desahogadas por el Ministerio Público en la etapa de averiguación previa, actuando como autoridad (no como parte), para acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad penal del indiciado, como preparación del ejercicio de la acción penal, tenían valor probatorio, el cual conservaban durante todo el proceso de acuerdo al principio de permanencia de la prueba que regía; de ahí que era indispensable otorgarle al indiciado la posibilidad de ejercer su derecho defensa en el plazo constitucional mediante el desahogo de medios de prueba, o bien, solicitar la duplicidad de dicha dilación para ese mismo efecto; consecuentemente, también era necesario que el Juez analizara, durante el plazo constitucional de setenta y dos horas o su ampliación, el mérito de la averiguación previa, para determinar si efectivamente se encontraba acreditado el cuerpo del delito, así como la probable responsabilidad penal del indiciado.

Sin embargo, se estima que la figura jurídica en comento perdió sentido y sustento en el nuevo proceso penal acusatorio, que se rige por reglas procesales diversas, pues ya no cumple con esa importante finalidad que tenía en el proceso penal mixto o tradicional.

Lo anterior con fundamento en que ahora en la fase de investigación inicial, a diferencia de lo que acontecía en la etapa de averiguación previa del proceso penal mixto o tradicional, no se desahogan medios de prueba por parte del Ministerio Público (tampoco en la investigación complementaria), ya que la etapa de investigación es desformalizada y solamente tiene por objeto que la autoridad ministerial recabe los datos de prueba (9)  que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señala como delito y que exista la probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión; aunado a que los datos de prueba recabados por el Ministerio Público en la investigación, carecen de valor probatorio para el dictado de la sentencia (10) ; en consecuencia, el Juez de Control al resolver sobre la vinculación o no del imputado a proceso, solamente realiza el análisis correspondiente para determinar si el Ministerio Público expuso los datos de prueba para establecer razonablemente la existencia de un hecho delictivo, así como la probable comisión o participación del imputado, esto es, si hay méritos para iniciar un proceso penal, pues ya no es exigible la acreditación del cuerpo del delito y la probable responsabilidad penal del imputado.

III.  Observancia del principio de inmediación en la audiencia inicial

Una vez que se expuso brevemente en qué consiste el principio de inmediación, así como las actuaciones que se llevan a cabo en la audiencia inicial, surge la interrogante acerca de la posible violación a dicho principio en el supuesto de que el imputado se acoja al plazo constitucional o solicite la duplicidad del mismo para que se resuelva su situación jurídica, si la continuación de la audiencia inicial (audiencia de vinculación a proceso) se desahoga ante un juez de control distinto de aquel que presidió la primera parte de la audiencia (en la que se formuló la imputación, el imputado rindió su declaración preliminar o manifestó su deseo de no hacerlo y el Ministerio Público solicitó y motivó la vinculación del imputado a proceso).

Al respecto, existen dos criterios por parte de los Tribunales Colegiados de Circuito (11) .

El primero (12)  sostiene que sí se viola el principio de inmediación. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 20, apartado A, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dicho principio también debe ser observado en las audiencias preliminares al juicio, como lo es la audiencia inicial; por tanto, se requiere que el juez que decida sobre la vinculación a proceso esté en contacto directo con la información aportada por las partes; es por ello que las audiencias de formulación de la imputación y de vinculación a proceso, deben celebrarse por el mismo Juez de Control, ya que si el Juez que resuelve sobre la vinculación a proceso es diverso de aquel ante quien se formuló la imputación, es indudable que no observó por sí mismo la intervención de las partes en esa primera parte de la audiencia inicial, la formulación de la imputación, en su caso, la declaración preliminar del imputado, ni la exposición de los datos de prueba por parte del Ministerio Público que motivan la solicitud de vinculación del imputado a proceso, no obstante que pueda imponerse de las videograbaciones respectivas, lo que es fundamental para la correcta valoración de la información aportada por las partes, con la que se toma la decisión sobre la vinculación del imputado a proceso.

Un criterio diverso (13)  afirma que el hecho de que las audiencias de formulación de la imputación y de vinculación a proceso sean presididas por Jueces de Control distintos, no vulnera el principio de inmediación, toda vez que dicho principio sólo cobra aplicación a plenitud en la audiencia de juicio, no así en la audiencia inicial; máxime que el Juez que preside la audiencia de vinculación a proceso, al imponerse de las videograbaciones correspondientes, se percata de la formulación de la imputación y observa por sí mismo la exposición de los datos de prueba por parte del Ministerio Público que motivan la solicitud de vinculación del imputado a proceso, con lo que adquiere conocimiento de manera inmediata respecto de la información aportada por las partes, sin menoscabo de la calidad de la información con la que toma la decisión de vincular al imputado a proceso; aunado a que no se puede soslayar que en la práctica pueden surgir circunstancias insuperables cuya solución exija la intervención de un Juez de Control distinto en la continuación de la audiencia inicial (audiencia de vinculación a proceso), so pena de transgredir lo dispuesto por el artículo 19, de la Constitución Federal, que establece un plazo perentorio para resolver la situación jurídica del imputado.

A partir de un análisis comparativo de ambos criterios, a reserva de lo que resuelva la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se estima que en el supuesto de que la continuación de la audiencia inicial (audiencia de vinculación a proceso) se desahogue ante un juez de control distinto de aquel que presidió la primera parte de la audiencia (audiencia de formulación de la imputación), no se viola el principio de inmediación; contrario a lo que debe observarse en la audiencia de juicio, en la que un mismo juez o tribunal debe presenciar el desahogo de todas las pruebas y los debates que surjan, para formarse un criterio respecto de la responsabilidad penal del imputado (PÉREZ, 2016, pp. 85 y 86).

Para arribar a tal conclusión es necesario precisar que «los principios son normas que ordenan que algo sea realizado en la mayor medida posible, dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes. Por lo tanto, los principios son mandatos de optimización, que se caracterizan porque pueden cumplirse en diferente grado y que la medida debida de su cumplimiento no sólo depende de las posibilidades reales sino también de las jurídicas» (ALEXY, 2014, pp. 67 y 68).

Es por ello que el principio de inmediación, que exige un contacto directo entre el Juez y el desahogo de los medios de prueba, cobra aplicación en toda su plenitud en la audiencia de juicio, pero no se cumple de la misma forma en la audiencia inicial, en la que, salvo supuestos excepcionales, no se desahogan medios de prueba.

No es óbice que el artículo 20, apartado A, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que los principios que rigen el proceso penal acusatorio también deben ser observados en las audiencias preliminares, pues la inmediación, como principio que es, debe observarse en la audiencia inicial en la mayor medida posible, sin llegar al extremo de exigir la intervención en su continuación (audiencia de vinculación a proceso), del mismo Juez de Control que presidió la primera parte de dicha audiencia (audiencia de formulación de la imputación), ya que una interpretación en tal sentido implicaría desconocer aquellas circunstancias excepcionales y justificadas, en las que por cuestiones jurídicas o de hecho, por ejemplo, ante excusas, recusaciones o, en su caso, ante ausencias forzosas del Juez de Control, como licencias médicas o periodos vacacionales, es imposible la intervención de un solo Juez de Control, con el grave riesgo de no resolver la situación jurídica del imputado dentro del plazo que para tal efecto prevé el artículo 19, de la Constitución Federal.

Máxime que en la primera parte de la audiencia inicial no se desahoga ningún medio de prueba, pues, en su caso, los medios de prueba ofrecidos por el imputado o su defensa, se desahogarán en la continuación de la audiencia inicial, ante el Juez de Control que resolverá sobre la vinculación o no del imputado a proceso, con lo que se cumple en la mayor medida posible con el principio de inmediación en esa etapa procesal; aunado a que el hecho de que el Juez de Control que interviene en la continuación de la audiencia inicial se imponga de lo acontecido en la primera parte de esa audiencia mediante las videograbaciones correspondientes, no menoscaba la calidad de la información con la que tomará la decisión sobre la vinculación o no del imputado a proceso.

Una razón más para estimar que no es necesario que la continuación de la audiencia inicial se desahogue ante el mismo Juez de Control que intervino en la primera parte, es que el derecho del imputado de acogerse al plazo constitucional de setenta y dos horas, o bien, de prorrogar dicho lapso, con la finalidad de ejercer su derecho de defensa durante esa dilación constitucional, tenía razón de ser en el proceso penal mixto o tradicional, pero perdió sentido y sustento en el nuevo proceso penal acusatorio, como quedó precisado con antelación; de ahí que, para efectos de la observancia del principio de inmediación, es intrascendente el hecho de que en la segunda parte de la audiencia inicial intervenga un Juez de Control distinto, sobre todo si, se reitera, en la primera parte de dicha audiencia no se desahogan medios de prueba.

Finalmente, se destaca que en la continuación de la audiencia inicial, una vez desahogados los medios de prueba ofrecidos por el imputado o su defensa, el Juez de Control concederá la palabra a las partes, por lo que éstas podrán exponer sus argumentos respecto de la solicitud de vinculación a proceso, se reitera, ante el Juez de Control que resolverá dicha petición del Ministerio Público, observándose de esta forma el principio de inmediación, en la mayor medida posible.

IV.  Bibliografía

ALEXY, R. (2014). Teoría de los Derechos Fundamentales (2a. ed.). Madrid, España: Centro de Estudios Políticos y Constitucionales.

BUJOSA VADELL, LL. M. (2016). Sistemas y Principios del Proceso Penal. En J. NIEVA FENOLL y LL. M. BUJOSA VADELL (Eds.), Nociones Preliminares de Derecho Procesal Penal. Barcelona, España: Atelier Libros Jurídicos.

PÉREZ DAZA, A. (2016). Código Nacional de Procedimientos Penales, Teoría y práctica del proceso penal acusatorio. Ciudad de México: Tirant lo Blanch.

ROXIN, C. (2003). Derecho Procesal Penal. Buenos Aires, Argentina: Editores del Puerto.






	 (1) 

	Arts. 9° y 56, párrafo primero, del Código Nacional de Procedimientos Penales.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Arts. 259, párrafo cuarto, 358, 371, párrafo tercero, 385, párrafo primero, 386 y 402, párrafo primero, del Código Nacional de Procedimientos Penales.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Art. 307, del Código Nacional de Procedimientos Penales.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	La audiencia inicial es una, aunque se desahogue en dos partes en caso de que el imputado se acoja al plazo constitucional o solicite la duplicidad del mismo.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción de tesis 212/2016, precisó que el Ministerio Público, de estimarlo procedente, deberá solicitar la vinculación a proceso después de formulada la imputación y de que el imputado haya tenido oportunidad de contestar el cargo, pero de manera previa a que el justiciable decida si se acoge o no al plazo a que alude el art. 19 constitucional –o a su ampliación- para que se resuelva su situación jurídica, pues sólo de esa manera la elección de postergar la resolución judicial respectiva tendrá como base el previo conocimiento de las razones específicas por las cuales los datos de prueba recabados durante la investigación informal justificarían dicho acto de molestia, permitiéndole al imputado y a su defensor, como resultado de un acto informado, presentar en la continuación de la audiencia inicial los medios de prueba que considere podrían desvirtuar la postura ministerial.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Art. 313, del Código Nacional de Procedimientos Penales.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Art. 315, del Código Nacional de Procedimientos Penales.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Derecho del imputado de solicitar el desahogo de medios de prueba durante el plazo constitucional o su prórroga, que en virtud de la reforma de diecisiete de junio de dos mil dieciséis al art. 314, del Código Nacional de Procedimientos Penales, se acotó exclusivamente a los casos de delitos que ameriten la imposición de la medida cautelar de prisión preventiva oficiosa u otra personal.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	En términos de lo dispuesto por el art. 261, párrafo primero, del Código Nacional de Procedimientos Penales, el dato de prueba es la referencia al contenido de un determinado medio de convicción aún no desahogado ante el Órgano jurisdiccional, que se advierta idóneo y pertinente para establecer razonablemente la existencia de un hecho delictivo y la probable participación del imputado.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Como lo establecen los arts. 20, apartado A, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 259, párrafos tercero y cuarto y 358, del Código Nacional de Procedimientos Penales.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Dichos criterios generaron las contradicciones de tesis 47/2016 y 86/2016, pendientes de resolución por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Como se advierte de la tesis aislada XVII.2o.P.A.4 P (10a.), emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3, Página 1512, de rubro: «AUDIENCIAS DE FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN Y DE VINCULACIÓN A PROCESO. SI NO SE CELEBRAN POR EL MISMO JUEZ DE GARANTÍA, SE VIOLA EL PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN (NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL EN EL ESTADO DE CHIHUAHUA)». Así como de la diversa tesis aislada XIII.P.A.5 P (10a.), del Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 10, Septiembre de 2014, Tomo III, Página 2433, de rubro: «INMEDIACIÓN. LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA DE VINCULACIÓN A PROCESO POR UN JUEZ DE GARANTÍA DISTINTO AL QUE CELEBRÓ LA DE FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN, VIOLA DICHO PRINCIPIO (NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ORAL EN EL ESTADO DE OAXACA)».


	 Ver Texto 




	 (13) 

	Como se observa en la tesis aislada XXIII.3 P (10a.), sustentada por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 26, Enero de 2016, Tomo IV, Página 3160, de rubro: «AUDIENCIAS DE FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN Y DE VINCULACIÓN A PROCESO. EL HECHO DE QUE SEAN PRESIDIDAS POR JUECES DE CONTROL DISTINTOS NO VULNERA EL PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN (NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL EN EL ESTADO DE ZACATECAS)».


	 Ver Texto 







OEBPS/images/im0001356935.jpg
Miguel Angel Aguilar Lépez
Coordinador

La
implementacion
del sistema
penal
acusatorio

r -
BOSCH,

MEXICO






OEBPS/content/NcxToHtml.html










































		Autores

		Prólogo

		Capítulo 1 Procedimiento abreviado. Análisis de la posibilidad de absolución		I. El procedimiento abreviado como forma de terminación anticipada del proceso

		II. Legitimación, oportunidad procesal para plantear la solicitud, requisitos de procedencia, admisión y sentencia

		III. ¿Es posible una sentencia absolutoria?

		IV. Bibliografía





		Capítulo 2 El principio de inmediación en la audiencia inicial		I. El principio de inmediación

		II. La audiencia inicial

		III. Observancia del principio de inmediación en la audiencia inicial

		IV. Bibliografía





		Capítulo 3 Suspensión condicional del proceso. Análisis de su procedencia en delitos en los que no existe víctima u ofendido		I. La suspensión condicional del proceso como forma de solución alterna del procedimiento

		II. Legitimación, oportunidad procesal para plantear la solicitud, requisitos de procedencia y efectos

		III. Análisis de su procedencia en delitos en los que no existe víctima u ofendido

		IV. Bibliografía





		Capítulo 4 Escritura y motivación de las resoluciones judiciales		I. Introducción

		II. Fundamentos de la motivación judicial

		III. El proceso de juzgar

		IV. Motivación en materia de hechos

		V. Motivación en materia de derecho

		VI. Motivación y oralidad

		VII. Motivación deficiente

		VIII. Conclusión

		IX. Bibliografía





		Capítulo 5 Perspectiva de género en el nuevo sistema de justicia penal		I. Introducción

		II. Hechos y contexto

		III. Derecho aplicable

		IV. Argumentación y reparación

		V. Conclusión

		VI. Bibliografía





		Capítulo 6 La construcción de los juzgadores federales en el sistema acusatorio		I. Introducción

		II. Habilidades comunicativas

		III. Habilidades argumentativas

		IV. Habilidades subjetivas

		V. Conclusión

		VI. Bibliografía





		Capítulo 7 Amparo indirecto. Análisis de su procedencia contra la exclusión y admisión de pruebas en la etapa intermedia

		Capítulo 8 Solicitud de vinculación a proceso. Momento procesal oportuno para formularla, cuando el imputado se acoge al plazo constitucional para resolver

		Capítulo 9 Tortura. Obligaciones de la autoridad judicial en el Sistema Penal Acusatorio y Oral

		Capítulo 10 Interacción del principio de contradicción que rige en el sistema penal acusatorio y la institución de la suplencia de la deficiencia de la queja en el juicio de amparo		I. Introducción

		II. Principio de contradicción

		III. La suplencia de la deficiencia de la queja en el juicio de amparo

		IV. Interacción





		Capítulo 11 Sentencia. Momento de ejecución		I. Introducción

		II. Planteamiento de la cuestión. ¿Se suspende la ejecución de la sentencia en tanto se resuelve el recurso de apelación interpuesto por cualquiera de las partes? ¿Tratándose de sentencias absolutorias o condenatorias con concesión de beneficios, deben ejecutarse de forma inmediata, sin necesidad de esperar a que se resuelva el recurso?

		III. Opinión





		Capítulo 12 Amparo indirecto contra el auto de vinculación a proceso, sus implicaciones con el trámite y autorización del procedimiento abreviado		I. Introducción

		II. Planteamiento de la cuestión

		III. Opinión





		Capítulo 13 Recurso de apelación. Análisis de su admisión ante la falta de agravios o de peticiones concretas		I. Introducción

		II. Recurso de apelación

		III. Requisitos de procedencia

		IV. Análisis del artículo 470, fracción IV del CNPP





		Capítulo 14 Análisis de los hechos materia del juicio oral en amparo directo

		Capítulo 15 Amparo directo. Análisis de violaciones procesales en la audiencia del juicio oral y etapas previas

		Capítulo 16 Análisis de la flagrancia en el control de la detención		I. Introducción

		II. Planteamiento del problema

		III. Marco constitucional y legal de las detenciones

		IV. Del caso concreto

		V. Conclusiones





		Capítulo 17 Prisión preventiva oficiosa, su procedencia		I. Introducción

		II. Planteamiento del problema

		III. Fundamento Constitucional

		IV. Fundamento legal

		V. Procedencia e imposición

		VI. Distinción de la medida cautelar

		VII. Del caso concreto

		VIII. Conclusiones





		Capítulo 18 Declinación de competencia en la audiencia inicial, momento en el cual debe plantearse		I. Introducción

		II. Planteamiento del problema

		III. Fundamento legal

		IV. Formulación de la imputación y vinculación a proceso

		V. Principio de inmediación

		VI. Orden de aprehensión en el Código Nacional de Procedimientos Penales

		VII. Conclusiones





		Capítulo 19 Consideraciones sobre el principio de oportunidad y su proyección en el sistema penal mexicano

		Capítulo 20 Alcances del recurso de apelación en la sentencia que se dicte en el procedimiento abreviado

		Capítulo 21 Conocimiento previo del caso por el juez de enjuiciamiento. Prohibición de intervención		I. Introducción

		II. Derecho del imputado a ser juzgado por un juez imparcial

		III. El conocimiento previo del caso por el juez de enjuiciamiento y la prohibición de intervención





		Capítulo 22 Alcances del recurso de apelación contra sentencias, respecto de la valoración de pruebas en contraste con el derecho a un recurso pleno previsto en el artículo 8.2 de la CADH		I. Introducción

		II. Naturaleza jurídica del recurso

		III. Derecho Humano al recurso eficaz y sencillo (recurso pleno)

		IV. Alcances de la apelación contra sentencias definitivas, respecto de la valoración de pruebas





		Capítulo 23 Delincuencia organizada ¿es aplicable el proceso acusatorio para este tipo de delitos?		I. Introducción

		II. La delincuencia organizada y su diseño político criminológico

		III. El derecho penal especial o de excepción

		IV. La delincuencia organizada y el sistema procesal acusatorio





		Capítulo 24 Amparo indirecto contra el auto de vinculación a proceso. Efecto de la suspensión. Análisis de los datos de prueba a considerar para establecer que se ha cometido un hecho que la ley señala como delito y que existe la probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión		I. Auto de vinculación a proceso

		II. Procedencia del Juicio de Amparo Indirecto contra el auto de vinculación a proceso

		III. La suspensión en contra del auto de vinculación y sus efectos

		IV. Análisis de los datos de prueba a considerar en el auto de vinculación como acto reclamado en el juicio de amparo indirecto

		V. Conclusiones





		Capítulo 25 Audiencia inicial. Control de detención. Control provisional preventivo		I. Audiencia inicial

		II. El papel del Juez de control en la audiencia de control de la detención, frente a los principio de imparcialidad y contradicción

		III. Interpretación del artículo 146, fracción II, inciso b), del Código Nacional de Procedimientos Penales

		IV. Conclusiones

		V. Bibliografía





		Capítulo 26 Principio de inmediación. En el supuesto de que la audiencia inicial, preliminar o de juicio oral, se desahoguen por videoconferencia ante la imposibilidad de que alguna de las partes asista físicamente ¿se viola dicho principio?		I. Introducción

		II. Principio de inmediación

		III. Sistema de videoconferencia y su regulación

		IV. Videoconferencia como herramienta acorde al principio de inmediación

		V. Conclusión

		VI. Bibliografía





		Capítulo 27 Auto de vinculación a proceso. Sistema de justicia penal acusatorio. ¿Es necesario acreditar los elementos del tipo penal: objetivos, subjetivos y normativos?		I. Justificación

		II. Marco jurídico y requisitos para el dictado del auto de vinculación a proceso

		III. Estándar probatorio para su emisión

		IV. ¿Qué debe entenderse por hecho que la ley señala como delito y qué implica su análisis?

		V. Conclusión





		Capítulo 28 Perfil del juez en el nuevo sistema de justicia penal		I. Justificación

		II. El juez en el sistema penal acusatorio

		III. Formalismo Judicial

		IV. Modelos de argumentación jurídica

		V. Jueces para la democracia

		VI. Conclusión





		Capítulo 29 Sentencia condenatoria. ¿Debe analizarse porque no se actualizan las causas de exclusión del delito?		I. Cuestionamiento

		II. Marco legal

		III. Consideraciones y fundamentos

		IV. Conclusión















OEBPS/images/im0001355365.jpg
I .
BOSCH,

MEXICO









